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RESOLUCIÓN N° 030-2020-CAL-CEL/PE. 
 

Miraflores, 04 de noviembre del 2020. 
 

VISTOS.- 
 
Las Resoluciones con números 01, de fecha 09 de enero del 2020 y 03, de fecha 21 de 
septiembre del 2020, del Cuaderno Cautelar N° 76, del Expediente N° 06991-2019-76-
1801-JR-DC-03, emitidos todos los Autos Cautelares por el Tercer Juzgado 
Especializado en lo Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima, los mismos 
que constan en la página web (https://cej.pj.gob.pe/cej/forms/busquedaform.html); así 
como las Resoluciones con números 025-2019-CAL/CE, de fecha 23 de diciembre del 
2019 y 027-2019-CAL/CE, de fecha 12 de febrero del 2020, así como el                               
Comunicado N° 039-2019-CAL-CE, de fecha 30 de diciembre de 2019, los mismos que 
constan en la página web (https://www.cal.org.pe/v1/comite-electoral/), emitidas por el 
proscrito Comité Electoral del Ilustre Colegio de Abogados de Lima, conformado por los 
letrados Rogers Anibal Sulca Baez (Presidente) y Liliana Yolanda Humala de la Oliva 
(Secretaria). Maxime, el Acta de Constatación, de fecha 07 de octubre del 2020, suscrito 
por el presente Comité Electoral y la Junta de Vigilancia del Ilustre Colegio de Abogados 
de Lima, así como la RESOLUCIÓN N° 029-2020-CAL-CEL/PE, de fecha 07 de octubre 
del 2020. 
 
CONSIDERANDO.- 
 
Este colegiado entiende que a nuestro Ilustre Colegio de Abogados de Lima le es aplicable 
el artículo I, inciso 6 del Título Preliminar de la Ley N° 274441, modificado por el artículo 
2° del Decreto Legislativo N° 1272, publicado el 21 de diciembre del 2016; dado que, 
según el mandato Constitucional “Los colegios profesionales son instituciones 
Autónomas con personalidad de Derecho Público (…)”2. 
 
Teniéndose el marco imperativo de aplicación, se prevé que el Proceso Electoral tiene 
que ser entendido como el conjunto de Etapas, con efectos perentorios y preclusivos, los 
mismos que tienen como fin el planeamiento, la organización, la ejecución y la 
realización de los Procesos Electorales, previstos en el Reglamento del Comité Electoral 
del Colegio de Abogados de Lima, incluida la posterior Acreditación de los Elegidos, de 
acuerdo a lo manifestado en las Urnas; siendo que, el respeto del Proceso en su conjunto 
es una garantía del Estado Democrático Constitucional de Derecho que tiene como fin la 
Estabilidad Democrática dentro del Colegio de Abogados de Lima.  

 
1 Artículo I del Título Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444. 
La presente Ley será de aplicación para todas las entidades de la Administración Pública. 
Para los fines de la presente Ley, se entenderá por “entidad” o “entidades” de la Administración:  
(…) 
6. Los Organismos a los que la Constitución Política del Perú y las leyes confieren autonomía. 
2 Artículo 20° de la Constitución Política del Perú de 1993.- Los colegios profesionales son instituciones autónomas con personalidad 
de derecho público.  La ley señala los casos en que la colegiación es obligatoria. 
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Se tiene como máxima, que dentro del Proceso Electoral tiene que reinar la garantía al 
Debido Proceso, tal como se ha establecido en la Sentencia, emitida en el                    
Expediente N° 0023-2005-AI/TC, en donde el Tribunal Constitucional ha expresado en 
los fundamentos 43 y 48, respectivamente, lo siguiente:  
 

[…] los derechos fundamentales que componen el debido proceso y la 
tutela jurisdiccional efectiva son exigibles a todo órgano que tenga 
naturaleza jurisdiccional (jurisdicción ordinaria, constitucional, electoral y 
militar) y que pueden ser extendidos, en lo que fuere aplicable, a todo acto 
de otros órganos estatales o de particulares (procedimiento administrativo, 
procedimiento legislativo, arbitraje y relaciones entre particulares, entre 
otros), y que, […] el contenido constitucional del derecho al debido proceso 
[…] presenta dos expresiones: la formal y la sustantiva. En la de carácter 
formal, los principios y reglas que lo integran tienen que ver con las 
formalidades estatuidas, tales como las que establecen el juez natural, el 
procedimiento preestablecido, el derecho de defensa y la motivación; y en su 
expresión sustantiva, están relacionados los estándares de razonabilidad y 
proporcionalidad que toda decisión judicial debe suponer (énfasis agregado). 
Y con anterioridad ya se había pronunciado para precisar que El 
derecho al debido proceso, y los derechos que contiene son invocables, y, 
por tanto, están garantizados, no solo en el seno de un proceso judicial, sino 
también en el ámbito del procedimiento administrativo. Así, el debido 
proceso administrativo supone, en toda circunstancia, el respeto —por parte 
de la administración pública o privada— de todos los principios y derechos 
normalmente invocables en el ámbito de la jurisdicción común o 
especializada, a los cuales se refiere el artículo 139 de la Constitución (juez 
natural, juez imparcial e independiente, derecho de defensa, etc.) (cfr. 
Expediente 4289-2004-PA/TC, fundamento 3). 
(La negrita y el subrayado es del presente colegiado). 

 
Pasando al análisis de la Resolución N° 025-2019-CAL/CE, de fecha 23 de diciembre del 
2019, se aprecia que la misma se constituye en una NULIDAD DE OFICIO, realizado 
en aquel entonces por el Colegiado del Comité Electoral del presente gremio, conformado 
por don Rogers Anibal Sulca Baez (Presidente) y doña Liliana Yolanda Humala de la 
Oliva (Secretaria). Por lo que, es menester verificar si este Acto Administrativo Electoral 
ha cumplido con los cánones  previstos en el artículo 202° de la Ley N° 274443, 

 
3 Artículo 202° de la Ley N° 27444 - Nulidad de Oficio. 
202.1 En cualquiera de los casos enumerados en el Artículo 10, puede declararse de oficio la nulidad de los actos administrativos, aun 
cuando hayan quedado firmes, siempre que agravien el interés público o lesionen derechos fundamentales. 
202.2 La nulidad de oficio solo puede ser declarada por el funcionario jerárquico superior al que expidió el acto que se invalida. Si se 
tratara de un acto emitido por una autoridad que no está sometida a subordinación jerárquica, la nulidad es declarada por resolución 
del mismo funcionario. 
Además de declarar la nulidad, la autoridad puede resolver sobre el fondo del asunto de contarse con los elementos suficientes para 
ello. En este caso, este extremo sólo puede ser objeto de reconsideración. Cuando no sea posible pronunciarse sobre el fondo del 
asunto, se dispone la reposición del procedimiento al momento en que el vicio se produjo. 
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modificada por los Decretos Legislativos, con números 1272 (artículo 2°) y 1452 (artículo 
2°), así como el adargo previsto en los artículos 74°4 y 76°5 del Reglamento de Elecciones 
2019, por Interpretación Sistemática. 
 
Con respecto a la NULIDAD DE OFICIO prescrita precedentemente, se tiene que esta 
se constituye en la NULIDAD DEL PROCESO ELECTORAL PARA ELEGIR AL 
DECANO, LOS INTEGRANTES DE LA JUNTA DIRECTIVA, LOS 
INTEGRANTES DE LA JUNTA DE VIGILANCIA Y LOS DELEGADOS DEL 
COLEGIO DE ABOGADOS DE LIMA, es decir, la Nulidad de un conjunto de Actos 
Administrativos Electorales a favor de los Candidatos (Administrados); siendo que, tal 
como lo exige el artículo 202°, inciso 202.2, tercer párrafo de la Ley N° 27444, se tiene 
que:  
 

En caso de Declaración de Nulidad de Oficio de un Acto Administrativo 
favorable al Administrado, la autoridad, previamente al pronunciamiento, 
le corre traslado, otorgándole un plazo no menor de cinco (5) días para 
ejercer su derecho de defensa. 
(La negrita y el subrayado es del presente colegiado). 
  

Empero, en la Resolución materia de estudio, se aprecia que no se le ha corrió traslado 
previa emisión de la misma, con todo el caudal probatorio, a los Candidatos 
Gremiales, en especial al candidato don JOSÉ WILMER FUENTES RUIZ, quien 
postulaba para ser parte del Colegiado de la Junta de Vigilancia del Colegio de Abogado 
de Lima. Por lo que, se aprecia la vulneración del Derecho a la Defensa de los 
Candidatos Electorales, entendiéndose prima fase que no se ha respetado la garantía, 

 
En caso de declaración de nulidad de oficio de un acto administrativo favorable al administrado, la autoridad, previamente al 
pronunciamiento, le corre traslado, otorgándole un plazo no menor de cinco (5) días para ejercer su derecho de defensa. 
202.3. La facultad para declarar la nulidad de oficio de los actos administrativos prescribe en el plazo de dos (2) años, contado a partir 
de la fecha en que hayan quedado consentidos, o contado a partir de la notificación a la autoridad administrativa de la sentencia penal 
condenatoria firme, en lo referido a la nulidad de los actos previstos en el numeral 4 del artículo 10." 
202.4 En caso de que haya prescrito el plazo previsto en el numeral anterior, sólo procede demandar la nulidad ante el Poder Judicial 
vía el proceso contencioso administrativo, siempre que la demanda se interponga dentro de los tres (3) años siguientes a contar desde 
la fecha en que prescribió la facultad para declarar la nulidad en sede administrativa. 
202.5. Los actos administrativos emitidos por consejos o tribunales regidos por leyes especiales, competentes para resolver 
controversias en última instancia administrativa, sólo pueden ser objeto de declaración de nulidad de oficio en sede administrativa por 
el propio consejo o tribunal con el acuerdo unánime de sus miembros. Esta atribución sólo puede ejercerse dentro del plazo de dos (2) 
años contados desde la fecha en que el acto haya quedado consentido. También procede que el titular de la Entidad demande su nulidad 
en la vía de proceso contencioso administrativo, siempre que la demanda se interponga dentro de los tres años siguientes de notificada 
la resolución emitida por el consejo o tribunal. 
4 Artículo 74° del Reglamento de Elecciones 2019 .CLASES.  
Los recursos impugnatorios son los que se interponen para dejar sin efecto la 
Resolución o acto emitido por el Comité Electoral, por considerarse que se ha vulnerado las normas pertinentes o no ha habido una 
correcta interpretación de los hechos. 
Los recursos impugnatorios que se pueden interponer son los siguientes·  
1. Reconsideración.  
2. Nulidad. 
5 Artículo 76° del Reglamento de Elecciones 2019 - RECURSO DE NULIDAD. 
Solo puede ser interpuesto por el personero legal titular o candidato(a), y resuelto por el Comité Electoral.  
Esta se formalizara mediante solicitud dirigida al Comité Electoral, en el plazo de 2 (dos) días naturales contados desde el día siguiente 
de los resultados. 
En el caso de anulación total, les nuevas elecciones se efectuarán en un plazo no mayor de treinta días naturales. 
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entre otras cosas, a que una persona sometida a una discusión de Derechos e Intereses 
suyos, tenga la oportunidad de Contradecir y Argumentar en Defensa de tales Derechos 
e Intereses, para cuyo efecto se le debe Comunicar, previamente y por escrito, las 
Causales de la Nulidad de Oficio posibles, acompañando el correspondiente sustento 
Probatorio y otorgarle un Plazo prudencial, a efectos de que mediante la expresión de sus 
descargos correspondientes pueda ejercer cabalmente su legítimo Derecho de Defensa.  
 
Con respecto a la Motivación de la Resolución N° 025-2019-CAL/CE, se tiene a modo 
de resumen, que en este se señala una serie de supuestas Irregularidades Insubsanables, 
con respecto al Acta de Instalación, las Actas de Escrutinio, la Forma y Modalidad del 
conteo de los votos, entre otros; empero, no se motiva sobre la sindicación directa de 
las mismas y su existencia a nivel de los folios, de modo que es imposible 
individualizarlos, así como resultan imprecisos; máxime que, se señala la Nulidad del 
Proceso Electoral realizado el 30 de noviembre del 2019, por la no participación de la 
Oficina Nacional de Procesos Electorales - ONPE, el Jurado Nacional de Elecciones - 
JNE y Transparencia, siendo que, según se aprecia de la literalidad del artículo 10°, inciso 
12 del Reglamento Electoral6, estos son organismos y una asociación que tienen la 
calidad de meros Coordinadores, por ende, su participación no es vinculante, ni 
genera ningún vicio de Nulidad de los Comicios Electorales. Maxime que, al 
encontrarse Judicializado el presente Proceso Electoral ninguna Autoridad 
Administrativa gubernamental podrá participar, por el mandato imperativo del 
artículo 139°, inciso 2, segundo párrafo de la Constitución Política del Perú de 1993°7 y 
el artículo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial8. Por otro lado, en la Resolución N° 
025-2019-CAL/CE, se cita la participación de una señora Notaria dentro de los 
Comicios Electorales, del cual, se precisa que esta solo cumple con su Oficio Notarial 
Extraprotocolar, la misma que desconoce el proceso electoral en toda su dimensión, 
por ende, resulta Asimétrica su participación, al ser esta una mera veedora.  
 
Teniéndose presente lo expuesto, se aprecia que la Resolución N° 025-2019-CAL/CE, 
adolece de Motivación Aparente y Motivación Insuficiente, dado que, primero, no da 

 
6 Artículo 10° del Reglamento Electoral - Atribuciones y Obligaciones de Comité Electoral. 
Son atribuciones y obligaciones del Comité Electoral: 
(…) 
12. Coordinar con los organismos técnicos del Estado: Oficina Nacional de Procesos Electorales - ONPE, Jurado Nacional de 
Elecciones - JNE, Registro Nacional de Identidad y Estado Civil - RENIEC, Municipalidades, Policía Nacional del Perú - PNP, 
Ministerio Público y otras organizaciones de la sociedad civil como la Asociación Civil Transparencia, a efecto de garantizar y cautelar 
la idoneidad y transparencia del Proceso Electoral. 
7 Artículo 139° de la Constitución Política del Perú de 1993. 
Son principios y derechos  de la función jurisdiccional: (…) 
2. La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. 
Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante  el órgano jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus 
funciones.  Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en 
trámite, ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no afectan el derecho de gracia ni la facultad de 
investigación del Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin embargo, interferir en el procedimiento jurisdiccional ni surte efecto 
jurisdiccional alguno. 
8 Artículo 4° de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  
Toda persona y autoridad está obligada a acatar y dar cumplimiento a las decisiones judiciales o de índole administrativa, emanadas 
de autoridad judicial competente, en sus propios términos, sin poder calificar su contenido o sus fundamentos, restringir sus efectos o 
interpretar sus alcances, bajo la responsabilidad civil, penal o administrativa que la ley señala. (…) 
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cuenta de las razones mínimas que sustentan su decisión, así como solo intenta dar un 
cumplimiento formal al mandato, amparándose en frases sin ningún sustento fáctico o 
jurídico, y segundo, por la insuficiencia de los fundamentos que resulta manifiesta a la 
luz de lo que en sustancia se está decidiendo. Por ende, se está incurriendo en contra del 
artículo 139°, inciso 5 de la Constitución Política del Perú de 19939, en concordancia con 
el artículo 6° de la Ley N° 2744410, modificado por el artículo 2° del Decreto            
Legislativo N° 1272. 
 
De lo glosado se concluye que el Acto Administrativo materia de análisis incurre en 
contra del artículo 10°, inciso 1 de la Ley N° 2744411; por ende, esta afecta de NULIDAD 
ABSOLUTA. 
 
Al tenerse que es NULA LA RESOLUCIÓN N° 025-2019-CAL/CE y teniéndose que 
de esta depende la existencia de la Resolución N° 027-2019-CAL/CE, así como el                                
Comunicado N° 039-2019-CAL-CE, al presente le es aplicable la máxima romana de 
Accesorium Sequitur Principale; por ende, son Nulos en consecuencia también los 
referidos Actos Administrativos. 
 
A modo facultativo, según el artículo 202°, inciso 202.2 de la Ley N° 2744412, se 
establece que la Autoridad Administrativa Electoral puede Resolver sobre el Fondo del 
Asunto, de contarse con los elementos suficientes para ello; siendo así, se pone en 
conocimiento de los Candidatos para el Decanato, la Junta Directiva, la Junta de 
Vigilancia y los Delegados, el Acta de Constatación, de fecha 07 de octubre del 2020, 
en donde se verifico que en la Oficina de Comité Electoral del Ilustre Colegio de 
Abogados de Lima, no se encuentra el Libro de Actas y las Actas de los Comicios 

 
9 Artículo 139° de la Constitución Política del Perú de 1993. 
Son principios y derechos  de la función jurisdiccional: 
(…) 
5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención 
expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan. 
10 Artículo 6° de la Ley N° 27444. Motivación del acto administrativo. 
6.1 La motivación debe ser expresa, mediante una relación concreta y directa de los hechos probados relevantes del caso específico, 
y la exposición de las razones jurídicas y normativas que con referencia directa a los anteriores justifican el acto adoptado. 
6.2 Puede motivarse mediante la declaración de conformidad con los fundamentos y conclusiones de anteriores dictámenes, decisiones 
o informes obrantes en el expediente, a condición de que se les identifique de modo certero, y que por esta situación constituyan parte 
integrante del respectivo acto. Los informes, dictámenes o similares que sirvan de fundamento a la decisión, deben ser notificados al 
administrado conjuntamente con el acto administrativo. 
6.3 No son admisibles como motivación, la exposición de fórmulas generales o vacías de fundamentación para el caso concreto o 
aquellas fórmulas que por su oscuridad, vaguedad, contradicción o insuficiencia no resulten específicamente esclarecedoras para la 
motivación del acto. 
No constituye causal de nulidad el hecho de que el superior jerárquico de la autoridad que emitió el acto que se impugna tenga una 
apreciación distinta respecto de la valoración de los medios probatorios o de la aplicación o interpretación del derecho contenida en 
dicho acto. Dicha apreciación distinta debe conducir a estimar parcial o totalmente el recurso presentado contra el acto impugnado. 
6.4 No precisan motivación los siguientes actos: 
6.4.1 Las decisiones de mero trámite que impulsan el procedimiento. 
6.4.2 Cuando la autoridad estima procedente lo pedido por el administrado y el acto administrativo no perjudica derechos de terceros. 
6.4.3 Cuando la autoridad produce gran cantidad de actos administrativos sustancialmente iguales, bastando la motivación única. 
11 Artículo 10° de la Ley N° 27444.- Causales de Nulidad. 
Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes: 
1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias. 
12 In ídem. 
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Electorales - 2019, asimismo, la señorita MARIBEL FARA SALAZAR 
VILLANTOY refiere que desconoce su ubicación física. Es por ello que, a modo 
argumentativo se tiene lo siguiente: 
 

 
 
 
Es así que, se tiene presente lo expuesto antes de Resolver el Fondo del Asunto, 
poniéndose en conocimiento de los candidatos gremiales pertinentes el Acta de 
Constatación Electoral, a fin de que aleguen lo que es de ley, otorgándosele un plazo 
perentorio de (05) cinco días, para que precisen lo que ellos crea corresponda a su 
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derecho, teniéndose como adargo los artículos 153°13 y 202°14 de la Ley N° 27444, en 
concordancia con el artículo 140°15 del Código Procesal Civil, aplicable supletoriamente. 
 
Se precisa que, la presente Resolución no constituye la continuación del Proceso 
Electoral, dado que, se tiene la existencia de la RESOLUCIÓN N° 029-2020-CAL-
CEL/PE, de fecha 07 de octubre del 2020, que suspende el Proceso Electoral, mas no los 
Actos Administrativos y de Administración. 
 
A modo in fine, se tiene que en presente No existe un perjuicio Económico para los 
candidatos; por lo que, resulta inaplicable el artículo 205°, inciso 205,1 de la                             
Ley N° 2744416, por ser el presente Proceso meramente Electoral. 
   
 
 

 
13 Artículo 153° de la Ley N° 27444.- Intangibilidad del Expediente. 
153.1 El contenido del expediente es intangible, no pudiendo introducirse enmendaduras, alteraciones, entrelineados ni agregados en 
los documentos, una vez que hayan sido firmados por la autoridad competente. De ser necesarias, deberá dejarse constancia expresa 
y detallada de las modificaciones introducidas. 
153.2 Los desgloses pueden solicitarse verbalmente y son otorgados bajo constancia del instructor y del solicitante, indicando fecha 
y folios, dejando una copia autenticada en el lugar correspondiente, con la foliatura respectiva. 
153.3 Las entidades podrán emplear tecnología de microformas y medios informáticos para el archivo y tramitación de expedientes, 
previendo las seguridades, inalterabilidad e integridad de su contenido, de conformidad con la normatividad de la materia. 
153.4 Si un expediente se extraviara, la administración tiene la obligación, bajo responsabilidad  de reconstruir el mismo, 
independientemente de la solicitud del interesado, para tal efecto se  aplicarán, en lo que le fuera aplicable, las reglas contenidas en el 
Artículo 140 del Código Procesal Civil. 
14 Artículo 202° de la Ley N° 27444.- Nulidad de Oficio. 
202.1 En cualquiera de los casos enumerados en el Artículo 10, puede declararse de oficio la nulidad de los actos administrativos, aun 
cuando hayan quedado firmes, siempre que agravien el interés público o lesionen derechos fundamentales. 
202.2 La nulidad de oficio solo puede ser declarada por el funcionario jerárquico superior al que expidió el acto que se invalida. Si se 
tratara de un acto emitido por una autoridad que no está sometida a subordinación jerárquica, la nulidad es declarada por resolución 
del mismo funcionario. 
Además de declarar la nulidad, la autoridad puede resolver sobre el fondo del asunto de contarse con los elementos suficientes para 
ello. En este caso, este extremo sólo puede ser objeto de reconsideración. Cuando no sea posible pronunciarse sobre el fondo del 
asunto, se dispone la reposición del procedimiento al momento en que el vicio se produjo. 
En caso de declaración de nulidad de oficio de un acto administrativo favorable al administrado, la autoridad, previamente al 
pronunciamiento, le corre traslado, otorgándole un plazo no menor de cinco (5) días para ejercer su derecho de defensa. 
202.3. La facultad para declarar la nulidad de oficio de los actos administrativos prescribe en el plazo de dos (2) años, contado a partir 
de la fecha en que hayan quedado consentidos, o contado a partir de la notificación a la autoridad administrativa de la sentencia penal 
condenatoria firme, en lo referido a la nulidad de los actos previstos en el numeral 4 del artículo 10. 
202.4 En caso de que haya prescrito el plazo previsto en el numeral anterior, sólo procede demandar la nulidad ante el Poder Judicial 
vía el proceso contencioso administrativo, siempre que la demanda se interponga dentro de los tres (3) años siguientes a contar desde 
la fecha en que prescribió la facultad para declarar la nulidad en sede administrativa. 
202.5. Los actos administrativos emitidos por consejos o tribunales regidos por leyes especiales, competentes para resolver 
controversias en última instancia administrativa, sólo pueden ser objeto de declaración de nulidad de oficio en sede administrativa por 
el propio consejo o tribunal con el acuerdo unánime de sus miembros. Esta atribución sólo puede ejercerse dentro del plazo de dos (2) 
años contados desde la fecha en que el acto haya quedado consentido. También procede que el titular de la Entidad demande su nulidad 
en la vía de proceso contencioso administrativo, siempre que la demanda se interponga dentro de los tres años siguientes de notificada 
la resolución emitida por el consejo o tribunal. 
15 Artículo  140° del Código Procesal Civil.- Recomposición de expedientes. 
En caso de pérdida o extravío de un expediente, el Juez ordenará una investigación sumaria con conocimiento de la Oficina de Control 
de la Magistratura del Poder Judicial. De ser el caso, ordenará su recomposición de oficio o a pedido de parte, quedando éstas obligadas 
a entregar, dentro de tercer día, copias de los escritos y resoluciones que obren en su poder. Vencido el plazo y con las copias de los 
actuados que tenga en su poder, el Juez las pondrá de manifiesto por un plazo de dos días, luego del cual declarará recompuesto el 
expediente. 
16 Artículo 205° de la Ley N° 27444 - Indemnización por Revocación. 
205.1 Cuando la revocación origine perjuicio económico al administrado, la resolución que la decida deberá contemplar lo conveniente 
para efectuar la indemnización correspondiente en sede administrativa. 
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